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Asunto: Atención al proyecto de ley denominado Ley de autorización al Poder
Ejecutivo para realizar pagos directos a las personas productoras de arroz
pequeñas y medianas, expediente n.° 23.238

Se atiende su oficio n.° AL-CPAAGRO- 0116 del 14 de setiembre de 2022,
presentado vía correo electrónico ese mismo día, mediante el cual solicita el criterio de la
Contraloría General sobre el proyecto de ley denominado Ley de autorización al Poder
Ejecutivo para realizar pagos directos a las personas productoras de arroz pequeñas y
medianas, expediente n.° 23.238.

En concordancia con lo establecido en los numerales 183 y 184 de la Constitución
Política, en los que se constituye al Órgano Contralor como el rector en el control y la
vigilancia de la Hacienda Pública, es oportuno indicar que la Contraloría General realiza su
análisis en función de su ámbito de competencia, razón por la cual los asuntos técnicos o de
otra naturaleza contenidos en el citado proyecto de ley que se apartan de esa premisa, no
serán abordados, considerando que por su especialidad le corresponde a otras instituciones
emitir opinión o criterio conforme a las facultades que les asigna el ordenamiento jurídico.

I. Aspectos generales del proyecto

El proyecto de ley en análisis establece en la exposición de motivos que en Costa
Rica el arroz es un alimento de alta importancia, con un consumo per cápita anual de 46,83
kg. Señala que para los últimos 5 años el componente importado de arroz pilado y en
granza es de alrededor del 60%, debido a la disminución del área sembrada y la cantidad
de productores nacionales en años recientes, ya que en el 2011 había 1.490 productores y
un área de 81.116 Ha y en los dos últimos años se registran 500 productores y 33.000 Ha
de arroz.

Señala además que, según datos del Ministerio de Economía Industria y Comercio
(MEIC), las familias de los deciles 1 y 2 destinan un 4,35% y un 3,58% de su gasto total en
la compra de este cereal y las de los deciles 9 y 10 destinan un 0,56% y un 0,31% de su
gasto. Ante ello, indica que la presente Administración de gobierno ha diseñado el programa
“La Ruta del arroz”1 para priorizar acciones con efectos favorables a los consumidores, y por

1 El Proyecto de Ley no lo indica pero según página del MEIC, la Ruta del Arroz consta de 3 decretos, el primero
elimina todo el esquema de fijación de precios de arroz, tanto el que paga el consumidor, como el productor. En
el segundo decreto se acuerda la reducción del arancel que pagan los importadores de arroz, el cual bajará de
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consiguiente es necesario brindar un apoyo económico para productores con menos de 100
hectáreas y que cuenten con al menos tres períodos arroceros consecutivos en la actividad.
Se estima que la compensación económica, por una única vez, representaría
aproximadamente ¢2.800 millones, a distribuir entre 490 productores, que se obtendrá de
los derechos arancelarios a la importación de arroz en granza y de arroz pilado sin
tratamiento preferencial (nación más favorecida).

Al efecto, dicho proyecto de ley propone que las personas productoras de arroz que
cumplan con los siguientes requisitos, serán beneficiarias del programa de subsidios por
una única vez: a) Haber sembrado 100 Ha o menos en cada una de las siembras
registradas en los últimos tres períodos, b) Haber estado inscrito ante el Ministerio de
Hacienda como productor de arroz y estar al día con sus obligaciones tributarias, c) Haber
registrado la siembra ante la Corporación Arrocera Nacional (CONARROZ).

Establece, además, que el monto a transferir estará en función de la cantidad de
hectáreas dedicadas al cultivo de arroz, multiplicando las hectáreas sembradas promedio de
los últimos tres años por el valor de cada hectárea, de manera que las primeras 10 Ha
tienen un monto de ¢300 mil y las siguientes tendrán un valor descendente hasta ¢50 mil
para quienes poseen más de 50 Ha. Asimismo, estipula que el Ministerio de Agricultura y
Ganadería (MAG) será el responsable de la fiscalización del pago directo y toma de
medidas de control necesarias, para su correcta ejecución. Finalmente, determina que este
presupuesto quedará excluido del cálculo de cumplimiento previsto en el Título IV de la Ley
n.° 9635.

II. Criterio del Órgano Contralor

1. Falta de motivación sobre la problemática real del sector arrocero nacional

La propuesta de ley no se fundamenta en estudios técnicos que analicen la
problemática real que afecta a los arroceros nacionales, en particular no se refiere a las
causas y los efectos de los problemas que acontecen a ese sector. Tampoco, diagnostica
con base en datos la cantidad de productores nacionales de arroz afectados y sus
condiciones socio económicas, la cuantía de las afectaciones de estos productores y los
beneficios que se suscitarán por la implementación del subsidio propuesto, como parte del
programa La Ruta del Arroz.

Igualmente, aunque se menciona en la exposición de motivos una fuente de
financiamiento, ésta no está calculada ni consta en el articulado. En este caso, se señala
que los recursos que se requieren se obtendrán de los derechos arancelarios a la
importación de arroz en granza y de arroz pilado sin tratamiento preferencial (nación más
favorecida). Esto supondría que el beneficio iría a cargo del presupuesto de la República,
por lo que la aprobación de este beneficio, mediante esa fuente de ingresos para su
financiamiento, implicaría una afectación al cumplimiento de otros fines y objetivos o
generaría mayor presión fiscal a la que actualmente afronta el Gobierno.

Además, desde el punto de vista constitucional, con el proyecto se estaría afectando
el cumplimiento del principio de sostenibilidad, estipulado en el artículo 176 de la
Constitución Política, cuyo contenido se dirige a que “La gestión pública se conducirá de

un 36% a 4,5% en Granza y 5% en Pilado. El tercer decreto se refiere a abrir la posibilidad de fortificar este
grano en el país, algo que estaba prohibido.
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forma sostenible, transparente y responsable, la cual se basará en un marco de
presupuestación plurianual, en procura de la continuidad de los servicios que presta”. Así,
considerando el monto del financiamiento que se propone, la iniciativa podría conllevar a un
mayor endeudamiento público en momentos en los cuales el país se encuentra en el
escenario más gravoso de la regla fiscal contenida en el Título IV de la Ley n.° 9635.

Por ello, los estudios sobre el impacto financiero de los subsidios propuestos
resultan necesarios, a efecto de determinar los recursos a los que se les estaría dando otro
destino distinto al fin preestablecido a nivel presupuestario y los ingresos respectivos para
compensar el efecto negativo sobre las finanzas de las instituciones afectadas2.

De esta manera, aunque el proyecto de ley indica que este subsidio cumple con
criterios de temporalidad (por única vez), delimitación (490 productores de arroz), costo
fiscal determinado o aproximado (¢2.800 millones), no hay razones concisas para su
otorgamiento, ni se analizan sus consecuencias a nivel presupuestario y la posible
afectación a la continuidad de los servicios públicos. Por lo que se debe de analizar este
aspecto desde una perspectiva integral, considerando el principio de sostenibilidad
financiera que rige la gestión pública.

A su vez, dicha motivación no solo resulta fundamental a efecto de determinar si los
esfuerzos de este subsidio se canalizarán hacia las causas de los problemas y permiten
obtener una solución efectiva, sino también para conocer los motivos que de forma
apropiada justifican la disposición y traslado de fondos públicos a favor de personas
privadas.

Esta desvinculación del subsidio a cualquier otro criterio o variable, configura una
donación incondicionada, sin más parámetro que el área sembrada, a saber: Haber
sembrado 100 Ha o menos en cada una de las siembras registradas en los últimos tres
períodos, haber estado inscrito ante el Ministerio de Hacienda como productor de arroz y
estar al día con sus obligaciones tributarias; además, de haber registrado la siembra ante
CONARROZ.

En ese sentido, se hace hincapié para que en el estudio de esta propuesta de ley, se
observen los principios de equidad, razonabilidad, transparencia y rendición de cuentas,
consagrados en los artículos 11 y 74 de la Constitución Política y desarrollados por la
jurisprudencia constitucional.

Al respecto, la Sala Constitucional declaró con lugar la acción de inconstitucionalidad
y anuló mediante la sentencia n.° 14870 del 29 de junio de 2022, el artículo 2 y el transitorio
único de la Ley Apoyo a beneficiarios del Sistema Banca para el Desarrollo para la
reactivación de unidades productivas en la coyuntura de la situación económica del país, n.°
9966 del 26 de marzo de 2021, “(...) por otorgar y extender beneficios injustificados,
irrazonables y desproporcionados, en detrimento del uso eficiente de los recursos públicos,
la transparencia y la rendición de cuentas”.

En relación, cabe recordar que esa Ley, autorizaba al Consejo Rector y a la
Secretaría Técnica del Sistema de Banca para el Desarrollo a condonar la totalidad de las

2 La Contraloría General se ha referido en similares términos en otros proyectos de ley, a efecto de hacer valer el
principio constitucional de sostenibilidad, estipulado en el artículo 176 de la Constitución Política. Al respecto,
véase los oficios n.° DFOE-CAP-2831 (17796) del 25 de octubre de 2022 y DFOE-CAP-2852 (18287) del 1 de
noviembre de 2022.
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operaciones de las obligaciones financieras que mantienen los micro, pequeños y medianos
productores agropecuarios de las diferentes zonas agrícolas, pesqueras y acuícolas del
país con el Fondo Nacional para el Desarrollo (Fonade), anteriormente Fideicomiso
Nacional para el Desarrollo (Finade).

Asimismo, la Sala Constitucional ha determinado que “(...) no toda diferencia entre
sujetos es susceptible o idónea para justificar cualquier diferencia de tratamiento que la
Administración haga entre distintos individuos o grupos para que se justifique el trato
desigual es necesario que exista un elemento diferencial que, argüido por la parte
interesada, debe ser real y contar con una trascendencia jurídica de tal naturaleza o
magnitud que haga razonable y justificable ese trato diverso.” (Sentencia 2884-02).

De tal modo, la posibilidad de que el poder público pueda otorgar tratamientos
diferenciados a situaciones distintas, se tiene que fundar en una base objetiva, razonable y
proporcionada. Así, “(...) Resulta legítima una diferenciación de trato cuando exista una
desigualdad en los supuestos de hecho.” (Sentencia 16300-09); es decir, “(...) no cualquier
diferencia puede dar pie a un trato diferenciado, sino sólo aquélla que sea de tal naturaleza
que imponga la necesidad de dar un trato diferente pues, de lo contrario, se cometería una
injusticia y se violaría el principio de equidad (...).” (Sentencia: 12505-11).

Por consiguiente, “(…) la razonabilidad es parte integrante del control constitucional
con el fin de asegurar que las leyes, y en general toda norma, no resulten en un ejercicio
arbitrario y sin sentido del poder público, sino que respondan a necesidades y motivaciones
reales (…).” (Sentencia 10986-12). En este orden de ideas, es que se recomienda a la
Asamblea Legislativa conocer con mayor profundidad los motivos que definen la dación de
fondos públicos a productores de arroz.

2. No se determina el fin de los fondos públicos a transferir a sujetos privados

Aunado a lo anterior, es menester resaltar que este proyecto de ley no establece el
fin del subsidio, ni el análisis de la estimación del monto total a transferir, que permita
demostrar que la vía del subsidio directo, por una única vez, es la mejor forma de lograr
solventar la problemática señalada y contribuir a fomentar la productividad, referente al
aumento de productores y el área sembrada; así como, a mantener en el tiempo precios
asequibles a los consumidores de bajos y medianos ingresos.

De tal forma, se plantea otorgar subsidios sin un propósito claro; en otras palabras,
este proyecto de ley no dice para qué son los fondos públicos que se pretenden trasladar a
las personas privadas. Solamente en la introducción se indica "(...) que la función
administrativa de fomento que realiza el Estado permite crear estímulos o beneficios para
inducir indirectamente a que la conducta de los administrados se oriente por sí misma en
favor del interés general. De forma que, dicha función se dirige a satisfacer ciertas
necesidades consideradas de carácter público, sea protegiendo o promoviendo
determinadas actividades de los particulares que satisfacen tal interés general." Sin
embargo, no define que los sujetos beneficiarios deban satisfacer condiciones previas,
concomitantes o posteriores para el otorgamiento de esos recursos y el cumplimiento de un
fin público.

Así, dicho subsidio tiene que atender una finalidad, entendida como un objetivo de
interés público hacia el que se pretende contribuir con el otorgamiento de ese beneficio
patrimonial, y no conceder un monto sin una finalidad determinada. De tal manera, los
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productores de arroz como sujetos privados beneficiarios que reciben el beneficio
patrimonial, tienen que cumplir con fines de interés público determinados y previamente
conocidos por el concedente. Por su parte, le corresponde al MAG ejercer el control de los
recursos transferidos, pero dada la carencia de este planteamiento en cuanto a una
finalidad, no es posible centrar ese control en el uso de los recursos y el cumplimiento de un
fin público.

En ese sentido, es fundamental regular de forma precisa todo lo anterior, a efecto de
establecer la razonabilidad de la medida propuesta; y verificar la eficienca y eficacia de sus
resultados, de conformidad con los artículos 50, 139 inciso 4), 140 incisos 6 y 8), y 191 de la
Constitución Política, y 4, 8, 225 y 269 de la Ley General de la Administración Pública, n.°
6227 del 28 de abril de 1978.

Por todo lo antes indicado, se sugiere a la Asamblea Legislativa aclarar en el texto
de ley el fin público, al cual se destinarán los recursos que le correspondería al MAG
presupuestar, para efectuar las transferencias de los subsidios a los productores de arroz y
el destino que éstos tienen que darles, para su correspondiente rendición de cuentas, tanto
por ese Ministerio como por parte de los mismos productores beneficiarios.

De esta manera, queda atendida su solicitud.

Atentamente,

Licda. Carolina Retana Valverde Lic. Erick Alvarado Muñoz
GERENTE DE ÁREA ASISTENTE TÉCNICO

MSc. Vanessa Pacheco Acuña
FISCALIZADORA ABOGADA

VPA/EAM/pmt

Ce: Despacho Contralor, CGR
Expediente

G: 2022000809-20

NI:  25161-2022
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